
7278 Martes 17 febrero 2004 BOE núm. 41

3. Estar al corriente de sus obligaciones tributarias y, en su caso,
respecto de la Seguridad Social.

Tercero. Documentación.—A los efectos de lo señalado en el punto
segundo, se aportará la siguiente documentación original o copia de la
misma compulsada:

a. Escritura de constitución o Estatutos y código de identificación
fiscal.

b. Escrito de quien ostente la representación del partido político,
designando a la fundación o asociación solicitante como perceptora de
la subvención.

c. Descripción y fines de la actividad para la que se solicita la sub-
vención: resultados previstos, duración, participantes, etc.

d. Presupuesto de la actividad para la que se solicita la subvención.
e. Certificados de encontrarse al corriente de sus obligaciones tri-

butarias y de Seguridad Social.

Cuarto. Presentación de solicitudes.—El plazo de presentación de soli-
citudes será de veinte días hábiles a partir del día siguiente al de la publi-
cación de la presente Resolución en el Boletín Oficial del Estado.

Las solicitudes podrán presentarse en cualquiera de las formas que
contempla el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Procedimiento Administrativo de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común. En el caso de presentarse la solicitud
en lugar distinto a las dependencias de este Departamento ministerial,
deberá anunciarse su envío por fax dirigido al Ministerio de Asuntos Exte-
riores, Secretaría de Estado para la Cooperación Internacional y para Ibe-
roamérica, al número 91-5753914.

Quinto. Financiación.—La financiación de subvenciones se hará con
cargo al crédito 12.03.486 del programa 134-A «Cooperación para el
Desarrollo», del vigente presupuesto de gastos del Departamento, siendo
la cantidad destinada a este fin de 1.900.000 euros.

La financiación de la subvención podrá cubrir los gastos indirectos.
Se considerarán como tales los gastos administrativos de la fundación
o asociación derivados exclusiva y directamente de la organización y eje-
cución de las actividades para las que se ha otorgado la subvención. El
porcentaje máximo de gastos indirectos no podrá superar el 10 por 100
de la subvención.

Sexto. Órgano instructor.—El órgano competente para la instrucción
del procedimiento de concesión será el Subdirector General Jefe de la
Oficina de Planificación y Evaluación , de la Secretaría de Estado para
la Cooperación Internacional y para Iberoamérica.

Séptimo. Comisión de Estudio y Asesoramiento.—Las solicitudes y
documentación presentadas serán informadas por una Comisión de Estu-
dio y Asesoramiento, cuyo informe será preceptivo y no vinculante.

La composición de la Comisión de Estudio y Asesoramiento será la
siguiente:

Presidente: el Secretario General de la Agencia Española de Coope-
ración Internacional.

Vocales: el Director General de Política Exterior para Iberoamérica
del Ministerio de Asuntos Exteriores, el Director General de Relaciones
Culturales y Científicas y el Director General de Cooperación con Ibe-
roamérica, de la Agencia Española de Cooperación Internacional.

Secretario: un Vocal Asesor del Gabinete del Secretario de Estado para
la Cooperación Internacional y para Iberoamérica.

El funcionamiento de la Comisión de Estudio y Asesoramiento se ajus-
tará al régimen de órganos colegiados establecido en los artículos 22 al
27 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común.

Octavo. Audiencia y Notificaciones.—Para el trámite de audiencia se
estará a lo dispuesto en el artículo 5.3 del Real Decreto 2225/1993, de
17 de diciembre. Los medios de notificación serán los previstos en el artí-
culo 59 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Noveno. Criterios de valoración.—Las solicitudes se valorarán de
acuerdo fundamentalmente con el número de escaños obtenidos en las
últimas elecciones generales a Cortes por el partido político de quien depen-
da la fundación o asociación.

Serán tenidos en cuenta, asimismo, el contenido de la actividad y el
impacto de ésta en los procesos de fortalecimiento institucional y demo-
crático y en la consolidación y profundización del Estado de Derecho.

Décimo. Resolución.—Las subvenciones se concederán en el plazo de
tres meses a partir de la publicación de la presente Resolución en el Boletín
Oficial del Estado, por Resolución del Secretario de Estado para la Coo-
peración Internacional y para Iberoamérica, que será publicada en el Bole-
tín Oficial del Estado.

La Resolución que se dicte pone fin a la vía administrativa.

Undécimo. Abono de la subvención.—El abono de la subvención se
efectuará en un único plazo mediante orden de pago y previa fiscalización
de la Intervención de la Administración del Estado.

Duodécimo. Obligaciones del beneficiario.—El beneficiario vendrá
obligado a utilizar la subvención exclusivamente para la realización de
la actividad para la que se le ha concedido, de donde se deriva la asunción
de las siguientes obligaciones:

a) Realizar la actividad que fundamente la concesión de la subvención
antes del 31 de enero de 2005.

b) Acreditar ante el órgano concedente, antes del 31 de marzo del
2005, la realización de la actividad para la que se haya concedido la sub-
vención y la aplicación de los fondos percibidos.

El plazo de justificación podrá ser objeto de prórroga a petición del
interesado de conformidad con lo dispuesto en el art. 49 de la Ley 30/92,
de 26 de noviembre, de Procedimiento Administrativo de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La justificación se realizará mediante la presentación de:

Memoria de las actividades desarrolladas en relación con la finalidad
para la que la subvención fue concedida y de las condiciones impuestas,
en su caso, con motivo de la concesión.

Facturas y documentos de caja o bancos, recibos de haberes, docu-
mentos de ingresos de cuotas de la Seguridad Social y de retenciones
de impuestos, actas de recepción y cualesquiera otros que justifiquen la
realización de los gastos de la actividad subvencionada. Esta documen-
tación deberá presentarse en original y fotocopia, para su compulsa y
posterior devolución de los originales.

c) Someterse a las actuaciones de comprobación llevadas a cabo por
el órgano concedente, a las de control financiero que correspondan a la
Intervención de la Administración General del Estado y a las previstas
en la legislación del Tribunal de Cuentas, a los que facilitarán cuanta
información les sea requerida al efecto.

d) Comunicar al órgano concedente la obtención de otras subven-
ciones o ayudas para la misma finalidad, procedentes de cualquier Admi-
nistración o entes públicos o privados, nacionales o internacionales.

Decimotercero. Normativa aplicable.—En todo lo no regulado por la
presente Resolución, se estará a lo dispuesto en la Orden del Ministerio
de Asuntos Exteriores de 2 de abril de 2001, implicando la concurrencia
a esta convocatoria la aceptación del régimen establecido en dicha Orden,
y a lo establecido en la Ley 28/2003, de 17 de Noviembre, General de
Subvenciones, en los artículos 81 y 82 de la Ley General Presupuestaria,
así como en el Real Decreto 2225/1993 de 17 de diciembre, relativo al
procedimiento para la concesión de subvenciones públicas.

Decimocuarto. Entrada en vigor.—La presente Resolución entrará en
vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Lo que se hace público para general conocimiento.

Madrid, 12 de febrero de 2004.—El Secretario de Estado, Miguel Ángel
Cortés Martín.

MINISTERIO DE JUSTICIA
2940 RESOLUCIÓN de 7 de enero de 2004, de la Dirección General

de los Registros y del Notariado, en el recurso gubernativo
interpuesto por «Cordobesa Inmuebles y Obras, S.L.», contra
la negativa del Registrador de la Propiedad de Sevilla, n.o 10,
don Félix Rodríguez López, a inscribir un documento pri-
vado de distribución de préstamo hipotecario, en virtud de
apelación del recurrente.

En el recurso gubernativo interpuesto por la Letrada, D.a Araceli Qui-
jada Millán, en nombre de «Cordobesa Inmuebles y Obras, S.L.», contra
la negativa del Registrador de la Propiedad de Sevilla, n.o 10, D. Félix
Rodríguez López, a inscribir un documento privado de distribución de
préstamo hipotecario, en virtud de apelación del recurrente.
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Hechos

I

El 14 de mayo de 1998, mediante escritura pública autorizada por
el Notario de Sevilla, D. José-Luis Ferrero Hormigo, la sociedad Bankinter,
S.A. concedió a «Cordobesa Inmuebles y Obras, S.L.», al objeto de financiar
la construcción de un edificio en dicha ciudad, un préstamo hipotecario
por importe de 200.000.000 de pesetas, equivalentes a 1.202.024,2 Euros.

El 23 de noviembre de 1998, mediante escritura pública autorizada
por el citado Notario, se redujo el principal del préstamo que pesaba sobre
la finca hipotecada pasando de ser de 174.845.000 pesetas equivalentes
a 1.050.839,6 Euros.

En la misma fecha, mediante escritura pública autorizada por el mismo
Notario, se procedió a la Declaración de Obra Nueva mediante rehabi-
litación en construcción y división horizontal.

Con fecha 23 de junio de 1999, se celebra entre «Bankinter, S.A.» y
«Cobesa Inmuebles y Obras, S.L.», contrato privado de distribución del
préstamo hipotecario antes referido, siendo legitimadas las firmas en el
citado documento privado, por el Notario referido.

II

Presentado el citado documento privado en el Registro de la Propiedad
de Sevilla n.o 10, fue calificado con la siguiente nota: Denegada la ins-
cripción del adjunto documento, presentado con el número 587 del diario
14 (Registro de Entrada 4.899/99), por los siguientes defectos: 1.o In-
subsanable: No ser documento formal idóneo el documento privado pre-
sentado para abordar la distribución de responsabilidad hipotecaria entre
los distintos departamentos en que ha sido dividida horizontalmente la
finca primitivamente hipotecada y menos para liberar algunos de dichos
departamentos del gravamen hipotecario que, por su origen, les afecta,
siendo preciso el otorgamiento de la correspondiente escritura pública
(artículo 1.880 del Código civil; artículos 3, 82, 122, 144 y 145 de la Ley
Hipotecaria y 33, 34, 179 Y 216 de su Reglamento). 2.o Subsanable: No
haberse aportado la copia autorizada o el testimonio bastante de los pode-
res otorgados por la entidad acreedora Bankinter, S.A., a favor de los
apoderados comparecientes, a fin de acreditar el contenido de las facul-
tades conferidas, y, en su caso, la correspondiente inscripción en el Registro
Mercantil (artículos 51.9.o letras b y c del Reglamento Hipotecario, 22.2
del Código de Comercio y 94.1.52 del Reglamento del Registro Mercantil).
Con dichos documentos quedará acreditada la inscripción en el Registro
Mercantil de la propia entidad acreedora, extremo que tampoco consta
fehacientemente (artículo 383 del Reglamento Hipotecario). 3.o Subsa-
nable: No haberse aportado copia autorizada o el testimonio bastante de
la escritura de constitución de la entidad deudora e hipotecante Cobesa
Inmuebles y Obras S.L., a fin de acreditar la inscripción de la sociedad
en el Registro Mercantil y la inscripción del nombramiento de los admi-
nistradores mancomunados que suscriben, en nombre de dicha entidad,
el documento presentado (artículos 51.9.o letras b y c y 383 del Reglamento
Hipotecario, 11.1 y 57.3 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limi-
tada y 94.1.4.o del Reglamento del Registro Mercantil). 4.o Subsanable:
Corresponder la cantidad que el cuadro de distribución que se adjunta,
asigna a costas y gastos (32.220.550 pesetas), no a tal concepto sino a
los intereses de demora garantizados; y no contenerse, en cambio, en dicho
cuadro distribución alguna respecto de la cantidad que la hipoteca asegura
para costas y gastos (20.981.400 pesetas) ( Principio de especialidad y
artículo 12 de la Ley Hipotecaria). 5.o Subsanable: No constar la pre-
sentación del documento a liquidación del Impuesto de Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, para su pago o declaración
de exención o no sujeción (artículos 254 a 256 de la Ley Hipotecaria;
122 y 123 del Reglamento del Impuesto, R.D. 828/1.995 de 29 de mayo;
y Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado
de 5 de mayo de 1.994). Se advierte: 1.o que el domicilio señalado para
notificaciones y requerimientos en el documento presentado la respectiva
finca hipotecada no parece ser idónea, cuando de plazas de garaje se trata;
y 2.o que respecto de la finca registral 25.416 - finca número 1 del docu-
mento presentado existe practicada una anotación de demanda a favor
de Joaquín Francisco B. L. y Fátima S. G., por lo que la distribución y
liberación que ahora se acuerda, quedará supeditada a los efectos de dicha
anotación (artículo 71 de la Ley Hipotecaria). Dada la naturaleza del pri-
mero de los defectos no procede tomar anotación de suspensión que tam-
poco ha sido solicitada. Contra la presente nota de calificación podrá inter-
ponerse recurso gubernativo, dentro del plazo de tres meses, ante el Exce-
lentísimo Señor Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,

conforme a los artículos 66 de la Ley Hipotecaria y 112 Y siguientes de
su Reglamento. Sevilla, a 22 de septiembre de 1.999. El Registrador. Firma
Ilegible.»

III

La Letrada, D.a Araceli Quijada Millán, en nombre de «Cobesa Inmuebles
y Obras, S.L.» interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación,
y alegó: A) Sobre la división del préstamo hipotecario efectuada en docu-
mento privado.- 1.o Que con arreglo al contenido del artículo 216 del
Reglamento Hipotecario, el documento privado con firmas legitimadas nota-
rialmente, es título válido y suficiente para practicar la inscripción registral
de tal negocio jurídico, y supone una excepción o dispensa al requisito
formal de la escritura pública. B) Sobre la interpretación del citado pre-
cepto - a) Que de la propia redacción gramatical del artículo 216 del
Reglamento Hipotecario se puede extraer la conclusión de ser perfecta-
mente aplicable a la distribución posterior del préstamo hipotecario, pues
el precepto utiliza la expresión «podrán en el mismo título o en otro...»
se refiere a dos momentos opcionales distintos; b) Que en cuanto a su
interpretación sistemática, por la propia ubicación del precepto que se
encuentra dentro de la regulación específica «Distribución del crédito hipo-
tecario», Capítulo V; c) Interpretación doctrinal.- Que hay que citar la
Resolución de 16 de enero de 1893 y la doctrina más autorizada; d) Que
en cuanto a la interpretación lógica el artículo 216 del Reglamento Hipo-
tecario, responde al principio de especialidad. C) Sobre el principio de
titulación y sus excepciones en el derecho registral hipotecario y mer-
cantil.a) Que la necesidad de dotar al Registro de la máxima exactitud
posible, de la máxima legalidad y de las necesarias condiciones para que
se garantice la seguridad de tráfico jurídico, aconseja que las inscripciones
y, en general, los asientos que se deban practicar en él, sólo puedan llevarse
a cabo partiendo de documentos que reúnan las necesarias condiciones
de autenticidad. Por ello al lado de la que en derecho registral se llama
«títulos en sentido material», como actos y negocios jurídicos de los que
resulta la modificación jurídico-real, aparecen los «títulos en sentido for-
mal» que son los documentos en los que aquellos actos y negocios jurídicos
se han plasmado; o sea los documentos que tienen acceso al Registro,
los cuales deben reunir unas determinadas condiciones de autenticidad.
En este tema hay que señalar la Resolución de 17 de febrero de 1995.
En tal sentido los artículos 3 de la Ley Hipotecaria y 33 y 420.1 del Regla-
mento Hipotecario. b) Que la misma legislación hipotecaria contiene mul-
titud de excepciones en las que se permite acceso al Registro de documentos
privados, entre las que se encuentra la del artículo 216 del Reglamento
Hipotecario; c) Que el principio general de titulación pública se recoge
de manera similar en el artículo 5.1 del Real Decreto 1784/1996, de 19
de julio por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil, y
dicho precepto recoge en el apartado segundo la posibilidad de documen-
tación privada de forma excepcional cuando así lo prevén las leyes o el
Reglamento. D) Sobre la distribución y no la liberación de cargas entre
las distintas fincas resultantes de la división horizontal. Que se hace constar
que con la división del crédito hipotecario no se está procediendo a liberar
cargas hipotecarias sino a distribuir las mismas entre las fincas derivadas
de la división horizontal, y ello en base a los siguientes argumentos:
1.o Teoría del negocio principal; 2.o El precepto 174.2 del Reglamento
Hipotecario alegado por el Registrador exige literalmente la nueva escritura
a los solos efectos de cancelación y no para una liberación parcial de
cargas; y 3.o Economía formal. E) Sobre las garantías económicas en
relación a terceros; la transcendencia económica.- a) Las garantías de
terceros. Que el Principio de fe pública registral del artículo 34 de la
Ley Hipotecaria no queda desvirtuada por el hecho de que, excepcional-
mente, algunos asientos registrales se practiquen sobre la base de simples
documentos privados, pues en aquellos casos las disposiciones legales les
atribuyen eficacia registral; b) Que de aplicarse el artículo 216 del Regla-
mento Hipotecario desaparecería el hecho imponible. C) Que a título de
ejemplo se citan las Resoluciones de 20 de febrero de 1954 y 7 de enero
de 1998. Que, por último, hay que citar la Sentencia del Tribunal Supremo
de 3 de noviembre de 1997.

IV

El Registrador de la Propiedad, en defensa de la nota, informó: 1.o Que
únicamente es objeto de recurso el primero de los defectos señalados en
la nota de calificación, por lo que sólo respecto del mismo procede emitir
informe. 2.o El principio de documentación pública como regla general
en el Registro.- Que las excepciones a la regla general deben ser objeto
de una interpretación estricta, máxime cuando el derecho a inscribir sea
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una hipoteca en el que la escritura pública es requisito inprescindible.
3.o Los dos posibles casos de distribución de la responsabilidad hipo-
tecaria que pueden plantearse están recogidos el primero en el artículo
119 de la Ley Hipotecaria que se completa con el artículo 246 de la misma
Ley. Que en consecuencia, cuando se trate de inscribir una hipoteca afec-
tante a varias fincas o derechos, la distribución de la responsabilidad
hipotecaria es presupuesto ineludible para obtener la inscripción, y si
tal distribución no se hubiere hecho en el mismo título de constitución
de hipoteca, el artículo 216 del Reglamento Hipotecario brinda a los inte-
resados el modo para suplir esta omisión y el segundo en el artículo 123
de la Ley Hipotecaria. En el primer caso la distribución de responsabilidad
hecha por los interesados actúa sobre una hipoteca no inscrita aún, y
por ello si se hiciera por documento separado al de constitución de la
hipoteca, se trataría de una aclaración, complemento o subsanación de
la propia escritura de constitución, no afectando aún a ningún asiento
practicado en el Registro; por el contrario en el segundo supuesto, dicha
distribución actúa sobre una asiento registral de hipoteca ya practicado,
asiento a los que se les aplica los artículos 1, 38 y 40 de la Ley Hipotecaria.
Que es evidente que el caso del presente recurso se trata del segundo
de los supuestos descritos, o sea, el regulado por el artículo 123 de la
Ley Hipotecaria. 6.o La aplicación del artículo 216 del Reglamento Hipo-
tecario a los dos referidos supuestos de distribución. El citado artículo
se aplica sólo al primer supuesto, además por sus términos, por su ubi-
cación normativa y por su rango lleva a la conclusión de que sólo es
desarrollo del artículo 119 de la Ley y que nada tiene que ver con el
caso del artículo 123. Que los términos del artículo 126 parecen claros
al respecto. 7.o De la liberación de alguna de las fincas afectadas por
el gravamen hipotecario.- Que simultáneamente a la distribución de res-
ponsabilidad, el documento presentado a inscripción contiene una libe-
ración de la responsabilidad hipotecaria respecto a veinte de los cuarenta
y un departamentos en que ha sido dividido horizontalmente el edificio
originariamente hipotecado. Que si en este caso, se tiene una serie de
fincas que resultan gravadas por su procedencia con una hipoteca cons-
tituida por la finca matriz (artículo 46 del Reglamento Hipotecario), la
desaparición registral de ese gravamen de origen sólo puede obtenerse
mediante el pertinente asiento de cancelación para el que, como se sabe,
se exige la vía documental de la escritura pública o, en su defecto, la
resolución judicial firme.

V

El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía confirmó
la nota del Registrador fundándose en las alegaciones de éste.

VI

La Letrada recurrente, en nombre de «Cobesa Inmuebles y Obras, S.L.»,
apeló el auto presidencial, manteniéndose en sus alegaciones.

Fundamentos de Derecho

Visto el artículo 216 del Reglamento Hipotecario.

Se debate en el presente recurso sobre si la distribución de la res-
ponsabilidad hipotecaria que recaía sobre la finca matriz entre las varias
resultantes de su división, puede inscribirse en virtud de documento pri-
vado ratificado ante el Registrador; y al respecto ha de señalarse que
dicha cuestión viene expresamente resuelta en sentido afirmativo en el
Reglamento Hipotecario en su artículo 216, y a tal pronunciamiento ha
de estarse ahora, sin que a tal conclusión pueda objetarse el que algunas
de las fincas resultantes queden libres de toda responsabilidad, pues, no
se ve por qué ha de ser distinto el tratamiento en las hipótesis de reducción
parcial y en las de reducción total cuando, en definitiva, lo relevante es
que la suma de las responsabilidades a que quedan afectas las distintas
fincas resultantes sea igual a la de la originaria finca matriz.

Por todo ello esta Dirección General ha acordado estimar el recurso
y revocar la nota del Registrador.

Madrid, 7 de enero de 2004.—La Directora General de los Registros
y del Notariado. Fdo.: Ana López-Monís Gallego.

Excmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía.

MINISTERIO DE DEFENSA
2941 RESOLUCIÓN 3C0/38011/2004, de 3 de febrero, del Instituto

Nacional de Técnica Aeroespacial «Esteban Terradas», por
la que se convoca el «Premio de Tecnología Aeroespacial
del INTA» correspondiente al año 2004 y se establecen las
bases para su concesión.

El Instituto Nacional de Técnica Aeroespacial «Esteban Terradas»
(INTA), organismo autónomo adscrito al Ministerio de Defensa, a través
de la Secretaría de Estado de Defensa, es el organismo público de inves-
tigación especializado en la investigación y el desarrollo tecnológico aeroes-
pacial, conforme a lo dispuesto en el artículo 3 del Estatuto del Instituto,
aprobado por Real Decreto 88/2001, de 2 de febrero.

La importancia de la investigación y el desarrollo e innovación tec-
nológicos en el desenvolvimiento de la sociedad actual y los retos de pro-
greso acelerado que se afrontan en el campo aeroespacial han determinado,
por el Ministerio de Defensa, la creación del «Premio de Tecnología Aeroes-
pacial del INTA», mediante la Orden 284/2001, de 27 de diciembre.

En el apartado Tercero de la citada Orden se autoriza a la Dirección
General del INTA para que, en las respectivas convocatorias, determine
las bases, cuantía y demás requisitos del mencionado Premio.

Por su parte, el artículo 12.1, apartado l), del Estatuto del Instituto,
aprobado por Real Decreto 88/2001, establece, entre las facultades de la
Dirección General del INTA, la concesión de premios en el ámbito de
la investigación del Instituto.

De conformidad con lo expuesto, esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Convocatoria.—Se convoca el «Premio de Tecnología Aeroes-
pacial del INTA» en su segunda edición, correspondiente al año 2004, en
las modalidades previstas en el apartado segundo de la Orden 284/2001,
de 27 de diciembre.

Segundo. Requisitos de los trabajos y actividades.—Los trabajos y
actividades deberán satisfacer los siguientes requisitos:

1. Haber sido finalizados con posterioridad al 1 de enero del año 2002.
2. No haber sido premiados con anterioridad por su relevancia en

el ámbito de la tecnología aeroespacial.

Tercero. Presentación de candidaturas.

1. La presentación de candidaturas podrá realizarse en nombre propio
o por terceros. En este segundo caso, la candidatura deberá ser presentada
por investigadores o tecnólogos de trayectoria profesional consolidada,
o entidades con actividad en el ámbito de la investigación, el desarrollo
tecnológico y la innovación. El Instituto podrá establecer, de oficio, las
candidaturas que estime conveniente.

2. La presentación de candidaturas se formalizará mediante el modelo
de impreso que figura en el anexo de la presente resolución, y que se
encuentra disponible en la dirección http://www.inta.es de Internet.

3. Las candidaturas deberán acompañarse de la siguiente documen-
tación:

Memoria descriptiva del trabajo o actividad correspondiente y de su
alcance en el ámbito de la tecnología aeroespacial.

Documentación acreditativa de la autoría del trabajo o actividad corres-
pondiente, de la fecha de su finalización y de la aplicación lograda o prevista
en dicho ámbito.

Currículum vitae del investigador o tecnólogo o memoria resumen de
la identidad y trayectoria de la entidad.

4. La presentación de candidaturas podrá realizarse directamente en
el Registro del Instituto Nacional de Técnica Aeroespacial, carretera de
Torrejón a Ajalvir, kilómetro 4, 28850 Torrejón de Ardoz (Madrid), dirigidas
a la Dirección General del INTA, o por cualquiera de las formas previstas
en el artículo 38 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

5. El plazo de presentación de candidaturas finalizará a los treinta
días hábiles a contar desde el día siguiente a la publicación de la presente
resolución en el «Boletín Oficial del Estado».

6. La participación en la convocatoria implica la aceptación de las
presentes bases, sin salvedad alguna.


